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JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO

Medellín,  Tres (03) de Junio de dos mil Veinte (2020)

Tipo de Proceso:
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - LABORAL

Demandante:
     
JUAN CAMILO VANEGAS ESCOBAR
Demandada:
HOSPITAL GENERAL DE MEDELLIN “LUZ CASTRO DE GUTIERREZ” 
Radicado:
     
05001 33 33 001 2016 00771 00

Sentencia N°          

	TEMA: El convenio asociativo de trabajo puede ser desvirtuado cuando se demuestren los elementos de una relación laboral, evento en el cual surgirá el derecho al pago de las prestaciones sociales a favor del demandante, en aplicación del principio de prevalencia de la realidad sobre las formas en las relaciones de trabajo, conforme lo dispone el artículo 53 de la Constitución. Contrato de Prestación de Servicios. / La subordinación y la dependencia son propias de la labor que se despliega. / Contrato realidad, se configuró una relación de subordinación


El  señor JUAN CAMILO VANEGAS ESCOBAR por conducto de apoderado judicial, en ejercicio del medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - LABORAL, instaura demanda en contra del HOSPITAL GENERAL DE MEDELLIN “LUZ CASTRO DE GUTIERREZ” para que previos los trámites de rigor, en sentencia se hagan las siguientes o similares:

I. ANTECEDENTES
1. PRETENSIONES
“PRIMERA: Declárese la nulidad del acto administrativo contenido en el oficio con radicado número: HGM 012 00000000002016001456 del 07 de abril de 2016, por medio del cual se niega el reconocimiento y pago de las reclamaciones de carácter laboral. 

En consecuencia, restablecer el derecho y efectuar el reconocimiento de la existencia de una relación laboral entre el señor (a) Juan Camilo Vanegas Escobar y el Hospital General de Medellín, a partir del 14 de octubre del año 2010 y hasta el 30 de junio de 2014, con el reconocimiento de todas las consecuencias jurídicas y económicas que ello conlleva, efectuando la nivelación salarial y prestacional de mi poderdante al código y grado que en forma equivalente existe en la planta de personal del Hospital General Medellín, especialmente  de acuerdo con el salario y prestaciones sociales devengadas por la auxiliar de enfermería Alexandra Arango Jaramillo.  

Así mismo, la nivelación salarial y prestacional desde el 01 julio de julio de 2014, fecha en que fue vinculado (a) directamente con la institución.

SEGUNDA: De manera derivada, se disponga el reconocimiento y pago de todos los derechos laborales causados: 

A. Reajuste de salarios. 

B. Pago de dominicales y festivos. 

C. Pago de horas extras. 

D. Pago de prestaciones sociales legales y extralegales (prima de servicios, prima de vida cara, prima de vacaciones, prima de navidad, bonificación por recreación, vacaciones, cesantías e interés a las cesantías, entre otras).  

E. Reajuste de los aportes al sistema de seguridad social. 

F. Devolución de los aportes económicos realizados a las cooperativas y corporaciones. 

Todo lo anterior, desde el momento en que ingrese a laborar a la institución y hacía el futuro, o por los periodos en que se demuestre el incumplimiento en el pago de salarios y prestaciones, en las mismas condiciones que corresponde al cargo de planta del Hospital General de Medellín. 

SEGUNDA: Condene a todo lo que resulte demostrado dentro del trámite del proceso. Aplicar los principios de: FAVORABLIDAD, IRRENUNCIABILIDAD Y REALIDAD SOBRE LAS FORMAS.

TERCERA: Condene al reconocimiento y pago de las costas y agencias en derecho, conforme lo indica el Art. 188 del CPACA., Art. 361,365 y 366 del Código General del Proceso. 

CUARTA: La condena respectiva se ajustara tomando como base el índice precios al consumidor, acorde lo indica el artículo 187 del CPACA. 

QUINTA: La parte demandada dará cumplimiento a la sentencia en los términos del artículo 192 y 195 del CPACA.”

2. HECHOS
Manifiesta el apoderado que el actor ha estado laborando para el Hospital General de Medellín, de manera ininterrumpida, de la siguiente manera;  por intermedio de la Cooperativa de trabajo asociado “COOPFENIX”, desde el 14 de octubre de 2010 y hasta el 31 de julio de 2011, por intermedio de la Corporación para la salud fénix “CORFENIX”, desde el 01 de agosto de 2011 y hasta el 30 de septiembre de 2013, por intermedio del sindicato de Profesionales y oficios de la salud “DAR-SER”, desde el 1 de octubre de 2013 y hasta el 30 de junio de 2014, a partir del 1 de julio de 2014, la actora se encuentra vinculada directamente al Hospital General de Medellín, en el cargo de auxiliar área de la salud (enfermería), con nombramiento en provisionalidad.
Indica que el objeto del convenio y/o contrato fue la prestación de servicios de salud de forma personal, de acuerdo con las aptitudes, capacidades y requerimientos exigidos por el Hospital General de Medellín.  El cargo desempeñado durante toda la relación laboral es el de auxiliar de enfermería, empleo que pertenece a la planta de cargos del Hospital General de Medellín, afirmando además, que las funciones del actora son idénticas, ejecutadas en igual tiempo, modo, lugar, cantidad y calidad de trabajo, a las que normalmente efectúa cualquier auxiliar de enfermería vinculada con el Hospital General de Medellín.
Indica que, dentro de la “compensación” o salario ordinario mensual promedio devengado por su poderdante está incluido el pago por trabajo ordinario nocturno, dominical y festivo. Además debía laborar como mínimo 240 horas al mes, cuando un empleado vinculado con la entidad debía laborar 220 horas al mes. Además afirma que al demandante no se le cancelaron las prestaciones sociales, como si se las pagaron a los empleaos de planta del Hospital General de Medellín. 

Arguye que a la terminación de la relación  laboral con la corporación  para salud fénix (CORFENIX), lo cual ocurrió el día 30 de septiembre de 2013,  no solo no se pagaron las prestaciones sociales, sino que tampoco se canceló el salario de los últimos 15 días de trabajo.  El trabajo fue realizado siempre bajo el SISTEMA DE TURNOS: El sistema de jornada de trabajo que se aplica en el HGM es el de Rotación de Turnos (7 am a 7 pm – 7 pm a 7 am), por ser un servicio de salud que se presta las 24 horas del día, turnos a los que obligatoriamente estaba sometida la actora. Esta asistencia implica que de manera habitual y permanente mi representada labore durante dominicales, festivos, jornadas nocturnas, extra nocturnas y diurnas.

Indica además el apoderado de la parte actora que, se desconoció la normatividad pertinente para el reconocimiento y pago de dominicales y festivos, puesto que  se realizó un pago sencillo, cuando debió ser doble, así como tampoco se reconocieron los compensatorios, conforme lo indica el artículo 39 del decreto 1042 de 1978. 

De otro lado indica que el trabajo siempre fue prestado de manera personal, permanente y subordinada,  en los turnos, horas y sitios señalados por el Hospital. Los cuadros de turno eran elaborados por personal y junto con los trabajadores de la institución, o por lo menos, se debía tener la autorización de la enfermera y/o medico jefe del Hospital General de Medellín. Durante la relación laboral lo hizo siempre acompañada de personal vinculado con HGM, por lo que era el personal de dicha institución quien daba órdenes, indicaba que funciones o actividades tenía que desempeñar, el número de pacientes que correspondía atender, la forma como los debía cuidar.

Las funciones o actividades que el actor (a) desarrollaba en el Hospital General de Medellín hacen parte del giro ordinario de la entidad, tienen el carácter de permanentes, por lo que se desnaturaliza la contratación estatal pues el convenio de trabajo asociado y/o de prestación de servicios es una modalidad de contrato con el Estado de tipo excepcional y temporal. Es decir para desarrollar actividades diferentes a las que cotidianamente se desempeñan y por un tiempo corto, conforme lo indica la ley 80 de 1993, en su artículo 32 numeral 3º.  Por ello es evidente que en este caso se presentó una simple y verdadera intermediación laboral. Las instalaciones, equipos, maquinaria y herramientas  con las que mi poderdante presto sus servicios, son de propiedad del Hospital General de Medellín. 
Reitera que la demandada  ha disfrazado una verdadera relación laboral, bajo las figuras del contrato de asociación y/o de prestación de servicios, lo cual constituye un atentado contra los principios mínimos que rigen el derecho del trabajo, especialmente los establecidos en el artículo 13, 25 y 53  de la Constitución Política, las actividades o funciones eran tan indispensables para la institución, que a partir del 1 de julio de 2014 fue vinculado (a) al Hospital General de Medellín, en el cargo de auxiliar área de la salud (enfermería), con nombramiento en provisionalidad. Sin embargo, los salarios y prestaciones sociales siguen siendo inferiores a los devengados por un funcionario de planta de dicha entidad, por lo tanto también tiene derecho al reajuste de salarios y prestaciones sociales. 
Aduce que, tanto la COOPERATIVA DE TRABAJO ASOCIADO (COOPFENIX) como la CORPORACIÓN PARA LA SALUD FÉNIX (CORFENIX), desarrollaron su objeto social bajo el mismo domicilio, de propiedad de la cooperativa y respecto del cual ya fue trasferido su dominio a particulares, según los certificados de existencia y representación, y el registro de instrumentos públicos, que se adjuntan. Además, todos sus asociados y/o trabajadores con el fin de conservar su puesto trabajo en el Hospital General de Medellín, tuvieron que afiliarse al SINDICATO  DE PROFESIONALES Y OFICIOS DE LA SALUD (DARSER). Lo anterior, para significar que tanto cooperativa como la corporación, en verdad existen pero solo formalmente, puesto que su domicilio, objeto social y el talento humano que lo desarrollaba, en la actualidad y realidad ya desaparecieron.  
Otro aspecto a tener en cuenta es el hecho de que la gran mayoría de las personas naturales que hacen parte del Consejo de Administración (en el caso de la cooperativa) y  la junta directiva (en el caso de la corporación), son personas que pertenecen o pertenecieron a  la planta de personal del Hospital General de Medellín, fundamentalmente durante todo el tiempo que duro el contrato de prestación de servicios celebrado entre Hospital y Cooperativa - Corporación, especialmente: DENISSE GÓMEZ ESCALANTE, LUZ MARINA MARÍN GUTIÉRREZ, MARTA CECILIA MEDRANO, ROSALBA ARROYAVE GÓMEZ.  Ello, por cuanto si bien es cierto el Hospital General de Medellín afirma no tener la documentación solicitada por la parte actora,  también lo es que, por tener aún una relación laboral directa con varias de las personas que hicieron parte de la cooperativa y corporación, era su deber realizar todos las gestiones necesarias y pertinentes para que fuera entregada la documentación requerida.  
3.NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE VIOLACIÓN

Preámbulo,  artículos 13, 23, 25  y 53 de la constitución política; Artículo 17, 16, 8º, inciso tercero del decreto 4588 de 2006 y demás normas pertinentes del cooperativismo colombiano, articulo  138 y siguientes del código procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo, decreto 1042 de 1978, entre otras.

En su concepto de violación indica el apoderado que con la expedición de la constitución política de 1991 quedo plasmado un tratamiento especial al  trabajo. Lo que se puede observar desde el  preámbulo y el primer artículo cuando dice que es  uno de los pilares del estado colombiano. 

En síntesis, señala que la entidad demandada le hizo suscribir diversos contratos sucesivos de prestación de servicios, los que tuvieron como única finalidad disfrazar una típica relación laboral y sustraerse del pago de las prestaciones sociales y demás derechos laborales.

Indicó que se configuran los elementos constitutivos del contrato laboral, especialmente la subordinación y la dependencia, ya que durante toda la vinculación laboral tenía que cumplir con la atención integral de las funciones propias de su cargo. Las funciones eran realizadas en las instalaciones administrativas de la ESE HOSPITAL GENERAL DE MEDELLÍN, que dependían directamente de la entidad accionada. Que en términos de  la jurisprudencia del Consejo de Estado y de la Corte Suprema de Justicia si no hay diferencias esenciales entre los distintos contratos celebrados entre el mismo empleador y trabajador, se presume un contrato único.

Afirma que de conformidad a los preceptos constitucionales el trabajo gozará de la ESPECIAL PROTECCIÓN DEL ESTADO. Por lo que no es bien visto que sea el mismo estado en cabeza del Hospital General de Medellín quien este contratando con cooperativas, corporaciones y sindicatos  de trabajo asociado para burlar derechos laborales, y especial mención requiere el artículo 53 de la Constitución Nacional que también consagra la especial protección al trabajo y contiene un mínimo de principios fundamentales. Este principio lo encontramos depositado reiteradamente, como mínimo fundamental en materia laboral y como guía en la administración de justicia, y su reiteración se explica por la alarmante utilización del papel o la forma que se ve obligado a suscribir el trabajador, como vía para simular formas de trabajo, y como procedimentalismo formalista como pretexto para burlar la efectividad del derecho sustancial en la administración de justicia. 

Así las cosas este principio tiene un objetivo muy claro y es de acabar con el fraude o abuso del derecho, al cual se ve presionado el trabajador para obtener el sustento suyo y el de su familia, práctica generalizada, que pretende negar la relación laboral para hacer neoclientelismo en muchos casos, por vía de los contratos de prestación de servicios, por medio de convenios de trabajo asociado, de servicios especiales o por intermediarios. 

Manifiesta que el artículo 13 de la C.P. es de suprema importancia dado que este mandato consagra un tratamiento igual que debe dársele a todos los ciudadanos en general y a los trabajadores de una misma entidad en particular. Mandato que en el presente caso es absolutamente desconocido, toda vez que en el ente demandado hay un grupo de personas que desempeñan idéntica labor que la actora y reciben, sin embargo, un tratamiento diferente, en razón de que aquellas reciben casi el doble de los salarios y prestaciones por trabajar menos que la demandante que ingreso allí por medio de una cooperativa.   

Y en ese orden, señala que, no solo la entidad está vulnerando el derecho a la igualdad y el principio a trabajo igual, salario igual, sino que también, se está enriqueciendo a costa de los trabajadores que laboran allí por intermedio de cooperativas, corporaciones y sindicatos de trabajo asociado, lo cual va en contra vía de  la normatividad penal.  

De ninguna manera se está cuestionando que una entidad vincule trabajadores a través de cooperativas, corporaciones y sindicatos de trabajo asociado y/o por prestación de servicios (aunque esto debe ser la excepción  y no la regla general), lo que se discute es que dos trabajadores que ejecutan la mismas labores, se compensen de forma diferente. Lo anterior, está completamente demostrado con las pruebas obrantes en proceso, y por el contrario, la entidad demandada no ha logrado demostrado una razón suficiente para justificar un pago de salario desigual. 

4.TRÁMITE.

Mediante auto de fecha 21 de setiembre de 2016, se inadmito la demanda para que se subsanaran unos defectos formales, una vez subsanados, la demanda fue admitida mediante auto del primero (01) de noviembre de dos mil dieciséis (2016) donde se dispuso su notificación personal a la entidad demanda, así como al Agente del Ministerio Público, y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. Se notifica la demanda en debida forma a la entidad demandada, quien responde en término, proponiendo excepciones de las cuales se da el respectivo traslado a la parte actora (fls 301 cuaderno No 1).

Continuando con el trámite se fija fecha para la audiencia inicial mediante auto del cinco (05) de julio de dos mil diecisiete (2017) (artículo 180 de la Ley 1437 de 2011), para el 22 de agosto de ese mismo año, la cual se realizó en debida forma se fijó el litigio, el problema a resolver y se decretaron las pruebas solicitadas, mediante audiencia de fecha 23 de octubre de 2018, se practicaron otras pruebas ( fls 377-375), y en continuación de audiencia de pruebas de fecha 22 de febrero de 2019, se practicaron las faltantes ( fls 383-384 cuaderno No 1), en dicha diligencia se otorgó el término común de diez (10) días a las partes para alegar de conclusión y se indicó que posteriormente entraría a Despacho para fallo. Cumplido todo el trámite procesal, se procede a proferir decisión de fondo.
5. RESPUESTA DE LA ENTIDAD ACCIONADA

Responde el HOSPITAL GENERAL DE MEDELLIN “LUZ CASTRO DE GUTIERREZ” EMPRESA SOCIAL DEL ESTADO, por medio de su apoderada judicial, indicando que se opone a las PRETENSIONES y respecto de los HECHOS acepta algunos y niega otros. ( fls 95-300)
Como razones de defensa expone la entidad accionada que, durante el periodo laborado por el demandante en el Hospital General, no se puede predicar que entre la institución y el actor se diera una relación legal y reglamentaria, sino que entre las partes se suscribieron varios contratos de prestación de servicios como Ayudante de Enfermería. Que el demandante no tenía ningún tipo de vinculación laboral con la entidad, no ocupó vacante de la planta de cargos del hospital, por lo que no se puede predicar que era trabajador de la entidad o que ejecutó material y efectivamente una relación de tipo laboral subordinada.

Señaló que a las personas que prestaron servicios en la institución no se les realizó ningún tipo de descuento a los honorarios pactados, por lo que los aportes le correspondía efectuarlos al actora, y los descuentos se realizaban al personal vinculado con la entidad mediante una relación legal y reglamentaria.

Sostuvo que la naturaleza del contrato de prestación de servicios es de orden civil y de duración definida, por lo que excluye cualquier tipo de relación laboral, la finalización de la relación jurídica entre la entidad contratante y la contratista no tuvo motivación diferente al cumplimiento del plazo, ya que se cumplió con el termino pactado entre las partes en el contrato y con la prestación efectiva de las funciones y labores para las que fue contratada.

Propuso las siguientes excepciones:

-Inepta demanda.
-Falta de causa para demandar.
-Inexistencia de la obligación.
-Imposibilidad de existencia de relación laboral entre la demandante y el Hospital General de Medellín.
-Responsabilidad de un tercero.
-Inexistencia de relación contractual entre la ESE Hospital General de Medellín y DARSER.
-Prescripción.
6. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

PARTE DEMANDANTE: Dentro del término para ello ( visible a folios 386-412), la parte actora se ratifica en los mismos términos expuestos en la demanda, insistiendo que a través de las pruebas obrantes dentro del plenario se logró acreditar la relación laboral entre la entidad demandada y el demandante, por tanto, se debe acceder a las pretensiones
PARTE DEMANDADA: Dentro del término para ello ( visible a folios 695-703), la parte actora se ratifica en los mismos términos expuestos en la contestación demanda, reiterando que no obra prueba en el expediente de que la accionante laboro para DARSER, así como prueba que acredite relación laboral o subordinación alguna por parte del señor Juan Camilo, la prueba testimonial recaudada no demostró ningún tipo de vinculación  y/o subordinación del accionante con respecto al hospital, como tampoco obra en el expediente contratos sindicales o contrato por obra o labor determinada que permita evidenciar que la accionante laboro en los periodos de tiempo que pretende le sean reconocidos.
Además indica que no se acreditaron los elementos que configuran la relación laboral, especialmente la subordinación, no se probo que recibiera ordenes, sugerencias, recomendaciones, instrucciones por parte del personal vinculado al Hospital General de Medellín. Igualmente afirma que dentro del plenario existe ineficiencia probatoria en relación con el elemento básico de la continuada subordinación y dependencia, pues no se acredito como era responsabilidad procesal de la accionante, que estuviera sometida a control, vigilancia, monitoreo y una interventoría desbordada y afrentosa más allá de las permitidas por la ley de contratación en su articulo 14, respecto del del contrato de prestación de servicios celebrado entre el Hospital General de Medellín y Fedsalud y entre el Hospital General de Medellín y Corporación para la salud FENIX-CORFENIX por parte de funcionario alguno adscrito a la entidad.
Señala que no se acreditó dentro del proceso, prueba alguna respecto del factor salarial percibido por el actor en comparación con otra profesional que ostente el mismo cargo y desarrolle las mismas funciones en la entidad, por lo que no esta llamada a prosperar la pretensión de nivelación salarial incoada. Por todo lo anterior solicita se denieguen las suplicas de la demanda.
II. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO

A. EL PROBLEMA JURÍDICO:

En el análisis jurídico y probatorio que realiza el Despacho se debe determinar:

1.El problema jurídico se contrae a determinar si, entre el señor JUAN CAMILO VANEGAS ESCOBAR, y el HOSPITAL GENERAL MEDELLÍN “LUZ CASTRO DE GUTIÉRREZ”, se configuró un vínculo laboral, que desnaturalizó los contratos de prestación de servicios suscritos por ambas partes y, por lo tanto, hay lugar al reconocimiento de las prestaciones sociales reclamadas y demás emolumentos a que tenga derecho, o si por el contrario, las labores realizadas con fundamento en contratos de prestación de servicios no generan la declaratoria de una verdadera relación laboral.
2. Así mismo se deberá establecer si en el asunto de la referencia, existe vulneración de las normas invocadas y como consecuencia de ello hay lugar a declarar la nulidad del acto administrativo acusado contenido en el oficio del 26 de octubre de 2015 radicado HGM 012 0000 0000 0000 2016 001456, por medio del cual se le negó al demandante el reconocimiento y pago de una reclamación por varios conceptos  laborales aludida a la reliquidación y reajuste de su salario, igualmente las prestaciones sociales; o si por el contrario dicho acto se ajusta a la legalidad, conforme el decreto 1042 y 1045 de 1978 y demás normas concordantes.
3.Ademas de lo anterior, el Despacho deberá resolver si hay lugar a ello, sobre la nivelación salarial pretendida  al luz de las normas constitucionales y legales.
Derivado del eventual éxito de la pretensión relativa a la legalidad del acto, deberá el Despacho resolver sobre las pretensiones resarcitorias solicitadas en la demanda.

B. PRESUPUESTOS PROCESALES:

Revisando los presupuestos procesales, para el caso concreto, se cumplen cada uno de ellos:

-  Competencia: El Despacho es competente para conocer del medio de control, en virtud de lo establecido en el numeral 2º artículo 155 y en el numeral 3 artículo 156 del CPACA.  

- Legitimación: No existe duda pues ambas partes acuden en ejercicio del derecho de postulación; encontrándose legitimado por ACTIVA el demandante al considerarse afectado con el acto administrativo atacado y por PASIVA, la entidad accionada pues es quien expide la actuación. Además ambas partes actúan en ejercicio del derecho de postulación a través de sus apoderados judiciales debidamente constituidos. 

-  Requisitos y Trámite: La demanda reúne los requisitos de los artículos 161 y S.s. del CPACA. Y se impartió el trámite regulado en el Título IV, artículos 168 y siguientes del CPACA.

- Nulidades: No avizora el Despacho nulidad alguna que deba declarase en este momento procesal.

- Agotamiento de los recursos.  Se encuentran debidamente agotados, conforme lo establecen los artículos 74 y S.s. y 161 del CPACA., pues en el caso concreto el acto administrativo atacado no concede recurso alguno, quedando agotada la vía gubernativa.

C. MARCO JURÍDICO Y JURISPRUDENCIAL: 
EL CONTRATO REALIDAD Y DESARROLLO JURISPRUDENCIAL
El artículo 32 de la Ley 80 definió en su numeral tercero el contrato de prestación de servicios, así: 

“3o. Contrato de Prestación de Servicios. 

Son contratos de prestación de servicios los que celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimiento especializado. 

En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán por el término estrictamente indispensable.” 
Los apartes subrayados fueron declarados exequibles por nuestro órgano de cierre Constitucional, mediante Sentencia C-154 de 1997, con ponencia del Doctor Hernando Herrera Vergara: “salvo que se acredite la existencia de una relación laboral subordinada”, lo que significa que el trabajador puede acudir en vía judicial, a controvertir lo plasmado en el contrato, en aplicación del principio de la primacía de la realidad sobre las formalidades, consagrado por el artículo 53 de la Constitución Política, el cual establece: 
“ARTICULO 53. El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley correspondiente tendrá en cuenta por lo menos los siguientes principios mínimos fundamentales: Igualdad de oportunidades para los trabajadores; remuneración mínima vital y móvil, proporcional a la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad en el empleo; irrenunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos en normas laborales; facultades para transigir y conciliar sobre derechos inciertos y discutibles; situación más favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho; primacía de la realidad sobre formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales; garantía a la seguridad social, la capacitación, el adiestramiento y el descanso necesario; protección especial a la mujer, a la maternidad y al trabajador menor de edad. 

El estado garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones legales. 

Los convenios internacionales del trabajo debidamente ratificados, hacen parte de la legislación interna. 

La ley, los contratos, los acuerdos y convenios de trabajo, no pueden menoscabar la libertad, la dignidad humana ni los derechos de los trabajadores.” 

La Honorable Corte Constitucional, en la citada sentencia, se refirió a este principio, manifestando: 

“El principio constitucional de prevalencia de la realidad sobre las formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales tiene plena operancia en el asunto, en los casos en que se haya optado por los contratos de prestación de servicios para esconder una relación laboral; de manera que, configurada esa relación dentro de un contrato de esa modalidad el efecto normativo y garantizador del principio se concretará en la protección del derecho al trabajo y garantías laborales, sin reparar en la calificación o denominación que haya adoptado el vínculo que la encuadra, desde el punto de vista formal. De resultar vulnerados con esos comportamientos derechos de los particulares, se estará frente a un litigio ordinario cuya resolución corresponderá a la jurisdicción competente con la debida protección y prevalencia de los derechos y garantías más favorables del "contratista convertido en trabajador" en aplicación del principio de la primacía de la realidad sobre formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales.” 

En la citada sentencia, estableció las diferencias entre el contrato de carácter laboral y el de prestación de servicios, resaltando los elementos esenciales de cada uno de ellos y sin los cuales deviene en uno diferente, como se lee en el siguiente aparte: 

“b. La autonomía e independencia del contratista desde el punto de vista técnico y científico, constituye el elemento esencial de este contrato. Esto significa que el contratista dispone de un amplio margen de discrecionalidad en cuanto concierne a la ejecución del objeto contractual dentro del plazo fijado y a la realización de la labor, según las estipulaciones acordadas. Es evidente que por regla general la función pública se presta por parte del personal perteneciente a la entidad oficial correspondiente y sólo, excepcionalmente, en los casos previstos, cuando las actividades de la administración no puedan realizarse con personal de planta o requieran de conocimientos especializados, aquellas podrán ser ejercidas a través de la modalidad del contrato de prestación de servicios.”. 

Por su parte el Consejo de Estado en su Sección Segunda
, habla sobre el tema del principio de la primacía de la realidad en un contrato de prestación de servicios: 

“El principio de la primacía de la realidad sobre las formas establecidas por los sujetos de las relaciones laborales, previsto en el artículo 53 de nuestra Carta Política, tiene plena operancia en aquellos eventos en que se hayan celebrado contratos de prestación de servicios para esconder una relación laboral; de tal manera que, configurada la relación dentro de un contrato de esa modalidad el efecto normativo y garantizador del principio se concretará en la protección del derecho al trabajo y garantías laborales, sin reparar en la calificación o denominación del vínculo desde el punto de vista formal, con lo cual agota su cometido al desentrañar y hacer valer la relación de trabajo sobre las apariencias que hayan querido ocultarla. Y esta primacía puede imponerse tanto frente a particulares como al Estado”.

Adicionalmente, el artículo 25 constitucional, establece que el trabajo es un derecho fundamental que goza "...en todas sus modalidades, de la especial protección del Estado.". De ahí que se decida proteger a las personas que bajo el ropaje de un contrato de prestación de servicios cumplan funciones y desarrollen actividades en las mismas condiciones que los trabajadores vinculados al sector público o privado, para que reciban todas las garantías de carácter prestacional, independientemente de las formalidades adoptadas por las partes contratantes. 

Con respecto a los elementos de prueba para demostrar la relación laboral, se manifestó en la misma sentencia por parte del Consejo de Estado: 

“Para efectos de demostrar la relación laboral entre las partes, se requiere que el actor pruebe los elementos esenciales de la misma, esto es, que su actividad en la entidad haya sido personal y que por dicha labor haya recibido una remuneración o pago y, además, debe probar que en la relación con el empleador exista subordinación o dependencia, situación entendida como aquella facultad para exigir al servidor público el cumplimiento de órdenes en cualquier momento, en cuanto al modo, tiempo o cantidad de trabajo e imponerle reglamentos, la cual debe mantenerse por todo el tiempo de duración del vínculo.

Además de las exigencias legales citadas, le corresponde a la parte actora demostrar la permanencia, es decir que la labor sea inherente a la entidad y la equidad o similitud, que es el parámetro de comparación con los demás empleados de planta, requisitos necesarios establecidos por la jurisprudencia,
 para desentrañar de la apariencia del contrato de prestación de servicios una verdadera relación laboral. Todo ello con el propósito de realizar efectivamente el principio constitucional de la primacía de la realidad sobre las formalidades establecidas por los sujetos de la relación laboral. 

Con relación a la calidad de empleado público, el Consejo de Estado es claro al manifestar que por el hecho de reconocer la relación laboral no se le puede otorgar la calidad de empleado público, dado que es necesario que se den los presupuestos de nombramiento o elección y su correspondiente posesión como lo ha reiterado la misma Corporación
, sin embargo esto no obsta para que se le reconozcan a manera de indemnización las prestaciones sociales dejadas de percibir basados en los honorarios recibidos. 

El fundamento según el cual el contratista que desvirtúa su situación no se convierte automáticamente en empleado público, no restringe la posibilidad de que precisamente luego de probar la subordinación se acceda a la reparación del daño, que desde luego no podrá consistir en un restablecimiento del derecho como el reintegro, ni el pago de los emolumentos dejados de percibir, pues evidentemente el cargo no existe en la planta de personal, pero sí el pago de la totalidad de las prestaciones sociales que nunca fueron sufragadas… 

Respecto a la liquidación de la condena, encuentra la Sala, que es razonable la posición que ha venido sosteniendo la Sección Segunda al ordenar a título de reparación del daño, el pago de las prestaciones sociales, con base en los honorarios pactados en el contrato, pues en razón a la inexistencia del cargo en la planta de personal dichos emolumentos son la única forma de tasar objetivamente los perjuicios, ya que la otra forma sería asimilarlo a un empleado de condiciones parecidas presentándose una situación subjetiva de la Administración para definir esta identidad, implicando reabrir la discusión al momento de ejecutar la sentencia”.

En relación a las prestaciones sociales a reconocer, en sentencia ya citada se ha manifestado, el Consejo de Estado acude a la clasificación que se ha hecho de estas prestaciones sobre la base de quien debe asumirlas. Unas son las que debe cancelar directamente el empleador como son entre otras las primas y las cesantías y las prestaciones sociales que se encuentran a cargo del Sistema Integral de Seguridad Social son la salud, la seguridad social, los riesgos profesionales y el subsidio familiar, que para ser asumidas o reconocidas por cada sistema debe mediar una cotización, en este caso, el empleador debe pagar la cuota parte que dejó de trasladar a las entidades de seguridad social a las cuales cotizaba el contratista.
 

En suma, el contrato de prestación de servicios puede ser desvirtuado cuando se demuestre que, además de la prestación personal del servicio y la remuneración o retribución del mismo, ha tenido también lugar la subordinación o dependencia respecto del empleador, tercer elemento esencial de la relación laboral que confiere el derecho al pago de prestaciones sociales en favor del contratista, en aplicación del principio de prevalencia de la realidad sobre las formas en las relaciones de trabajo. 

Es importante resaltar, que el reconocimiento de la existencia de una relación laboral, no conlleva la condición de empleado público pues, como lo ha reiterado el H. Consejo de Estado, dicha calidad no se confiere por el solo hecho de trabajar para el Estado pues “(…) para acceder a un cargo público se deben cumplir todos y cada uno de los requisitos señalados en la Constitución y en la Ley (…)”.
 

Así las cosas, se concluye que, para acreditar la existencia de una relación laboral, es necesario probar los tres elementos referidos, pero especialmente, que el contratista desempeñó una función en las mismas condiciones de subordinación y dependencia que sujetarían a cualquier otro servidor público, constatando de esta manera, que las actividades realizadas no son de aquellas indispensables en virtud de la necesaria relación de coordinación entre las partes contractuales. 
DEL  PRINCIPIO DE IGUALDAD EN EL ÁMBITO LABORAL, LO QUE SE TRADUCE “A TRABAJO IGUAL SALARIO IGUAL” 
En relación a dicho principio, nuestro órgano de cierre constitucional en reiterada jurisprudencia
 ha indicado que: 

“i)  del ideal del orden justo en lo social y lo económico, que tiene una proyección en las relaciones de trabajo (preámbulo, arts. 1o, 2o y 25 C.P.), ii) del principio del reconocimiento a la dignidad humana, que necesariamente se manifiesta en la garantía del derecho al trabajo en condiciones dignas que aseguren un nivel de vida decoroso (arts. 1o, 25 y 53, inciso final C.P.). iii) del principio de igualdad pues la naturaleza conmutativa del contrato de trabajo, traducida en la equivalencia de las prestaciones a que se obligan las partes, el suministro de la fuerza de trabajo a través de la prestación del servicio, y la remuneración o retribución mediante el salario, se construye bajo una relación material y jurídica de igualdad que se manifiesta en el axioma de que el valor del trabajo debe corresponder al valor del salario que se paga por este (art.13 C.P.) , iv) de los principios sobre la igualdad de oportunidades, que supone naturalmente no sólo la correspondencia o el balance que debe existir entre el valor del trabajo y el valor del salario, sino con respecto a los trabajadores que desarrollan una misma labor en condiciones de jornada y eficiencia iguales; el establecimiento de la remuneración mínima vital y móvil “proporcional a la calidad y cantidad de trabajo”, e incluso, la “irrenunciabilidad de los beneficios mínimos” establecidos en las normas laborales, pues el trabajo realizado en ciertas condiciones de calidad y cantidad tiene como contraprestación la acreencia de una remuneración mínima que corresponda o sea equivalente a dicho valor (art. 53 C.P.)”

 

Por ello ha advertido esta Corporación que “la existencia de una diferenciación salarial entre dos trabajadores que, en principio se encuentran en similares condiciones, debe fundarse en una justificación objetiva y razonable, so pena de vulnerar el derecho fundamental de todos los trabajadores a ser tratados con igual consideración y respeto por el empleador (CP art. 13)”[24] y además “que la justificación del trato diferenciado no puede radicarse en argumentos meramente formales, como la denominación del empleo o la pertenencia a regímenes aparentemente diferentes.” 
Bajo estos parámetros, la Corte Constitucional indicó en Sentencia T-018/99 lo siguiente:
“(…)toda distinción entre las personas, para no afectar la igualdad, debe estar clara y ciertamente fundada en razones que justifiquen el trato distinto. Ellas no procederán de la voluntad, el capricho o el deseo del sujeto llamado a impartir las reglas o a aplicarlas, sino de elementos objetivos emanados cabalmente de las circunstancias distintas, que de suyo reclaman también trato adecuado a cada una.

 

“Así ocurre en materia salarial, pues si dos trabajadores ejecutan la misma labor, tienen la misma categoría, igual preparación, los mismos horarios e idénticas responsabilidades, deben ser remunerados en la misma forma y cuantía, sin que la predilección o animadversión del patrono hacia uno de ellos pueda interferir el ejercicio del derecho al equilibrio en el salario, garantizado por la Carta Política en relación con la cantidad y calidad de trabajo.” 
 

La Corte ha precisado sin embargo que dicho principio no es absoluto,  del mismo modo que no puede aplicarse formalmente frente a regulaciones normativas diversas[28], al tiempo que  si se demuestra la existencia de  razones objetivas que pueden justificar que no se dé un mismo tratamiento en un caso específico, “no se estará  en presencia de un trato discriminatorio sino diferente, que no rompe ningún principio fundamental del Estado”. 
Por todo lo anterior, cabe señalar que tanto en nuestro ordenamiento jurídico, como en normas internacionales como  el Convenio No. 111 de la OIT,  aprobado por Colombia mediante la Ley 22 de 1977, y que por ende hace parte de la legislación interna (CP art. 53) que, el derecho a la igualdad no es absoluto, además teniendo en cuenta este derecho fundamental, el cual ha dado desarrollo el principio de "a trabajo igual, salario igual", debe recordarse que no se puede dejar en manos del empleador, la posibilidad de que éste despliegue criterios, subjetivos, y arbitrarios que acometan razonar un trato discriminatorio entre trabajadores que desarrollan la misma actividad, por eso no puede darse un trato discriminatorio entre trabajadores, que cumpliendo una misma labor con las mismas responsabilidades, sean objeto de una remuneración diferente.
Hechas  las anteriores consideraciones procederá el Despacho al análisis de los cargos planteados por el demandantes en relación con cada uno de los artículos acusados  a que alude el presente acápite de esta sentencia.
D. DESARROLLO DEL PROBLEMA:

Se pretende con la demanda la declaratoria de nulidad del acto administrativo acusado contenido en el oficio del 26 de octubre de 2015 radicado HGM 012 0000 0000 0000 2016 001456, por medio de la cual la entidad accionada negó la vinculación laboral del demandante y como restablecimiento solicita se le paguen todas las prestaciones sociales causadas durante dicha vinculación. Además habrá de observarse si se cumplen los preceptos normativos y probatorios que determinen una nivelación salario para el cargo que ocupa de demandante.
Procede el Despacho a analizar los motivos que dieron origen a esta demanda, para establecer si el señor Juan Camilo Vanegas Escobar, se encontraba en la modalidad de un Contrato de Prestación de Servicios, o por el contrario se encontraba bajo una Relación Laboral, por lo anterior, se requiere hacer un análisis concienzudo de ambas figuras, así la cosas tenemos que: 

“El Contrato Estatal de Prestación de Servicios, se encuentra consagrado en la Ley 80 de 1993 artículo 32.3, el cual dice: “son contratos de prestación de servicios los que celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos especializados. En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán por el término estrictamente indispensable”. 

En este sentido, tenemos que, en los contratos de Prestación de Servicios, se requiere que la prueba de la relación contractual, sea notoria, es decir, que se pueda establecer con claridad si entre el demandante y la entidad demandada existía un verdadero contrato de prestación de servicios, o por el contrario una relación de tipo laboral, que es la que procede a analizarse en acto seguido.

“La Relación Laboral comprende los siguientes elementos: la actividad humana que debe ser realizada personal, libre y conscientemente, lo cual excluye la actividad no personal y el trabajo obligatorio como el realizado en cárceles o bajo la esclavitud, la relación de dependencia o subordinación de una persona física a otra natural o jurídica y el contrato de trabajo que comprende, a su vez, el elemento de la remuneración, consagrado en el artículo 5° del Código Sustantivo del Trabajo” 
Una vez tratadas ambas figuras, es importante traer a colación lo expresado por la Corte Constitucional, en la sentencia C-154 del 19 de marzo de 1997, en donde se diferenció el contrato de prestación de servicios y la relación laboral y se indicó lo siguiente: 

“Como es bien sabido, el contrato de trabajo tiene elementos diferentes al de prestación de servicios independientes. En efecto, para que aquél se configure se requiere la existencia de la prestación personal del servicio, la continuada subordinación laboral y la remuneración como contraprestación del mismo. 

En cambio, en el contrato de prestación de servicios, la actividad independiente desarrollada, puede provenir de una persona jurídica con la que no existe el elemento de la subordinación laboral o dependencia consistente en la potestad de impartir órdenes en la ejecución de la labor contratada.

(…)

En síntesis, el elemento de subordinación o dependencia es el que determina la diferencia del contrato laboral frente al de prestación de servicios, ya que en el plano legal debe entenderse que quien celebra un contrato de esta naturaleza, como el previsto en la norma acusada, no puede tener frente a la administración sino la calidad de contratista independiente sin derecho a prestaciones sociales ; a contrario sensu, en caso de que se acredite la existencia de un trabajo subordinado o dependiente consistente en la actitud por parte de la administración contratante de impartir órdenes a quien presta el servicio con respecto a la ejecución de la labor contratada, así como la fijación de horario de trabajo para la prestación del servicio, se tipifica el contrato de trabajo con derecho al pago de prestaciones sociales, así se le haya dado la denominación de un contrato de prestación de servicios independiente.

Del análisis jurisprudencial anterior, se desprende entonces, que es la subordinación o dependencia el componente que diferencia al contrato de prestación de servicios del contrato de trabajo o de la relación laboral, por esto, desvirtuar un contrato de prestación de servicios, demostrando la subordinación tendrá como resultado el derecho y reconocimiento al pago de prestaciones sociales y demás emolumentos en aplicación del principio de primacía de la realidad sobre las formas en las relaciones de trabajo.

Concierne entonces, por norma general a la parte accionante demostrar que en la realización del contrato se conformaron los elementos necesarios de una relación laboral, elementos tales como: una actividad personal, un salario y la subordinación. En este contexto, nuestro órgano de cierre en la materia ha concluido: 

“A la parte actora le corresponde acreditar los elementos de la relación laboral que se dejaron enunciados…para lograr este objetivo, tendrá que revestir el proceso, de pruebas testimoniales, documentales y demás medios que sean pertinentes... 

A través de las documentales, tendrá que demostrar por ejemplo, que las actividades asignadas mediante contrato son similares o iguales a las cumplidas por el personal de planta; que al contratista se le brindaba el trato propio de un empleado público por que recibía órdenes y llamados de atención; que se le asignaban actividades que implicaban subordinación y dependencia; que recibía por concepto de honorarios unos ingresos aproximados a los devengados por el personal de planta (para efectos de desvirtuar indiciariamente el concepto de honorarios)…

“A través de las testimoniales, podrá demostrar la subordinación, la dependencia, el cumplimiento de horario y de órdenes.”

Bajo este marco normativo, debe recordarse que cuando se reconoce la existencia de una relación laboral, al actor le asiste el derecho al pago todas las prestaciones sociales y emolumentos concebidos con la prestación del servicio, tal y como lo ha indicado el Consejo de Estado
, y no a título de compensación, como inicialmente se reconocía.

Con los anteriores referentes normativos y jurisprudenciales citados, se procede a examinar el caso concreto de la siguiente manera:
Obra en el plenario las siguientes pruebas: ( fls 109-300)
· Copia de solicitud de reconocimiento de derechos laborales de fecha 07 de marzo de 2016 y radicado HGM 020 00000000000000002026.

· Respuesta dada por la entidad de fecha 07 de abril de 2016 y radicado HGM 012 00000000002016001456. 

· certificado laboral expedido por la administradora de Coopfenix. 

· terminación bilateral de convenio de trabajo asociado 

· certificado laboral expedido por la gerente de Corfenix

· contrato de trabajo de duración por obra o labor determinada N00276

· otro si al contrato de trabajo de duración por obra o labor determinada. 

· terminación de contrato por obra o labor. 

· Circular informativa modificación de pago. 

· Descripción de actividades auxiliar de enfermería Corfenix.

· Certificado laboral y acumulado de pagos   a partir del 1 de julio de 2014, fecha de vinculación de la parte demandante al Hospital General de Medellín. 

· Petición de solicitud de información radicada ante el Hospital General de Medellín el día 07 de marzo de 2016. 

· certificado laboral y acumulado de pagos de Alexandra Arango Jaramillo persona vinculada con el hospital general de Medellín, donde se relacionan los pagos correspondientes a salarios y prestaciones sociales devengadas desde el año 2010 hasta marzo de 2015. 

· Petición de solicitud de información radicada ante el Hospital General de Medellín el día 01 de marzo de 2016. 

· Respuesta derecho de petición bajo el radicado HGM 010 00000000000000000161, con el cual se demuestra la vinculación de la señora Luz Marina Marín Gutiérrez, la cual hizo parte tanto del consejo de administración de la cooperativa como de la junta directiva de la corporación.

· Certificado de existencia y representación del Hospital General de Medellín. 

· Certificado de existencia y representación de “COOPFENIX”. 

· Certificado de existencia y representación de “CORFENIX”. 

· certificado de existencia y representación de “ DAR – SER”

· Certificado expedido por la oficina de registro de instrumentos públicos. 
· Respuesta a los oficios No 1362, 1363,1364, 1365. ( fls 318-376 del cuaderno No 1 y fls 377-692 del cuaderno No 2)

· También se allegaron copia de los contratos Nros. 32 de 2014 ( fls 110-125 cuaderno No 1,  contrato No 66 de 2013 fls 126-140, modificación No 1, adición, prorroga y otro si al contrato No 66 fls 141-143, modificación No 2, adición, prorroga y otro si al contrato No 66 fls 144-145, modificación No 3, adición, prorroga y otro si al contrato No 66 fls 141-143, contrato No 95 de 2014 fls 147-157 del cuaderno No 1, contrato No 128 de 2014, fls 158-168 del cuaderno No 1, contrato No 148 de 2014, fls 170-181, contrato No 149 de 2014 fls 183-195 del cuaderno No 1, contrato No 150 de 2014 fls 197-211 del cuaderno No 1, contrato No 150 de 2014 fls 213-227 del cuaderno No 1, contrato No 260 de 2013 fls 229-244, contrato No 272 de 2013 fls 245-255, suscritos entre el Hospital General de Medellín y la Federación Gremial de Trabajadores de la Salud “FEDSALUD” en los que se pactó como objeto la prestación de servicios especializados, entre otros, y una duración que cubrió el servicio a partir del 27 de febrero de 2013 hasta el 15 de abril de 2014, según “MODIFICACIÓN No. 3” que prorrogó la duración del contrato No. 66 de 2013.
· Igualmente se allegó copia de los contratos Nros. 67 de 2013 fls 256-267 del cuaderno No 1, modificación No 1 otrosí al contrato No 67 fls 268-269 cuaderno No 1, modificación No 2 otrosí al contrato No 67 fls 270-271 cuaderno No 1, modificación No 3 otrosí al contrato No 67 fls 272-273,  modificación No 4 otrosí al contrato No 67 fls 274-276 cuaderno No 1,   contrato No 150 de 2013 fls 277-284, modificación No 1 prorroga al contrato No 105 fls 285-286 cuaderno No 1, modificación No 2 prorroga al contrato No 105 fls 287 cuaderno No 1,  modificación No 3 prorroga al contrato No 105 fls 288 cuaderno No 1,   contrato No 242 de 2013 fls 289-300 suscritos entre el Hospital General de Medellín y la Corporación para la Salud Fénix CORFENIX a partir del 27 de febrero de 2013 en los que se pactó la prestación de servicios de especializados para atender actividades, intervenciones y procedimientos, así como otros servicios de salud, los cuales tuvieron una cobertura hasta el 31 de agosto de 2013, según se extracta de la modificación No. 4 efectuada al primero de los contratos y de la cláusula décima del contrato 242 de 2013.
· Respuesta al exhorto No 1364, en donde el Sindicato de profesiones y oficios de la salud “DAR-SER”, certifica que el señor JUAN CAMILO VANEGAS ESCOBAR, fue  afiliado al sindicato, desempeñándose como auxiliar de enfermería, desde el 1 de octubre de 2013 hasta el 11 de agosto de 2014, bajo la modalidad de contrato sindical, así como las funciones que le correspondía ejecutar ( fls 322-24 del cuaderno No 1), entre las cuales se detallaron: “ recibir y entregar el turno según las  normas y guías establecidas para tal fin, ubicar al usuario y su familia en la unidad aplicando técnica de aislamiento en caso que lo requiera en forma discreta, sin vulnerar la dignidad del usuario, ejecutar ordenes médicas, explicar y entregar al usuario y su familia el inventario de todos los elementos de la unidad, realizar las tomas de muestras para exámenes de apoyo diagnóstico, acompañar y asistir al médico durante la atención a los pacientes asignados…”
·  igualmente  se allego la “Relación de las COMPENSACIONES generadas y pagadas al afiliado Juan Camilo Vanegas Escobar” por parte de DARSER durante el tiempo que aporto trabajo al sindicato. (fls. 318-320).
· Disco compacto contentivo de los contratos celebrados entre el Hospital General de Medellín y FEDSALUD y cuadro de turnos emanado de DARSER correspondiente al demandante (fls. 377 del cuaderno No 1)

· Copia de la Resolución No. 268 de 20 de junio de 2014 “por medio de la cual se hacen unos nombramientos en temporalidad en las plazas de auxiliar área salud (enfermería) creadas en la planta temporal” fls 377 cuaderno No 2 mediante la cual el Gerente del Hospital General de Medellín nombró por el término de 6 meses a Juan Camilo Vanegas Escobar  en el cargo de “Auxiliar Área Salud (enfermería)” a partir del 1 de julio de 2014 y “ACTA DE POSESIÓN” del 1 de julio de 2014 en el cargo de “AUXILIAR ÁREA SALUD  (Enfermería)” (fls. 380-383).
· Copia de la Resolución No. 276 de 11 de junio de 2015, “por medio de la cual se hacen unos nombramientos en provisionalidad” mediante la cual el Hospital General de Medellín nombró en provisionalidad a Juan camilo  Vanegas Escobar en el cargo de “Auxiliar Área Salud (Auxiliar de Enfermería)” y acta de posesión del demandante en el cargo de “Auxiliar Área Salud (Enfermería)” fechada el 16 de junio de 2015 (fls. 380-383 cuaderno No 2).

· Copia del “MANUAL DE FUNCIONES Y COMPETENCIAS” emanado del Hospital General de Medellín correspondiente al cargo de “Auxiliar Área Salud 1 (Auxiliar Enfermería), código 412, grado 2” el cual tiene como propósito principal “Ejecutar la atención de enfermería, con base en los estándares adoptados por la institución, para brindar buen servicio de óptima calidad” (fls. 384-392 cuaderno No 2).

· “ACUMULADO DE PAGOS” realizados a Arango Jaramillo Alexandra Cecilia (SIC) en el Hospital General de Medellín a partir del 13.01.2009 hasta el 31.10.2017 (fls. 393-402 CUADERNO No 2)
· Copia de los contratos Nros. 36 de 2010 fls 403-408 del cuaderno No 2, contrato No 228 de 2010 fls 409-415 cuaderno No 2, contrato No 113 de 2011 fls 416-424 cuaderno No 2, celebrados entre el Hospital General de Medellín y la Cooperativa de trabajo Asociado COOPFENIX los cuales tuvieron como fecha de inicio el 1 de febrero de 2010 y 1 de julio de 2010, respectivamente, cuyo objeto lo constituyó la prestación de servicios en procesos y subprocesos de enfermería a nivel auxiliar y profesional, perfusionista, enfermería profesional angiografía, angiografía a nivel auxiliar, vacunación.
Analizados los contratos relacionados, es posible concluir que los objetos de los mismos, tenían similitud entre sí, igualmente se deberá atender a lo dicho en los testimonios practicados en audiencia de pruebas del 22 de febrero de 2019 (medio magnético obrante a folio 383-384 del cuaderno No 1 del expediente, fueron ellos: Liliana Bermúdez Carvajal, María Eugenia gallego Tobón, Alba Rocío Montoya), para determinar las labores que ejecutaba el demandante, en razón a sus contratos.

Respecto a la relación laboral existente entre la demandante y el Hospital General, los testimonios cuyos dichos se recepcionaron en la audiencia de pruebas del 22 de febrero de 2019, en especial, el testimonio de la señora María Eugenia Gallego Tobón, dan cuenta de ello, así mismo, realizando el análisis de los elementos que estructuran una relación laboral, en cuanto a la subordinación, de los testimonios, se colige que el señor Juan Camilo al momento de cumplir con sus labores, contaba con un superior; lo anterior se sustenta en lo expresado por los testigos  y si bien con los anteriores testimonios se determina la existencia de un superior jerárquico, el asunto a resolver es determinar a qué entidad estaba vinculado dicho superior y así determinar en razón de quién impartía ordenes; en estos temas la señora María Eugenia Gallego Tobón, testigo de la parte demandante manifestó lo siguiente:

“… pregunta el Despacho: Manifiéstele a esta juez todo lo que sepa en relación de este proceso y el señor Juan camilo Vanegas… contestó: juan camilo yo lo conozco del 2010 que entró al hospital general  hizo su practica allá en neonatos y yo era de la de neonatos en ese tiempo y los tres últimos años los trabaje en ecografía con él,  lo conozco muy bien recibimos las misma ordenes en cuanto al trabajo, tenemos los mismo jefes. Interviene el despacho ¿quiénes eran los jefes de él? Contesto: los jefes de enfermería del servicio…,  interviene el despacho ¿esa jefe de enfermería era de la planta de cargos del hospital? Contesto: si, todos los jefes provisionales o de carrera todos nos manejaban a nosotros. Pregunta el despacho: que hacía, cuál era el objeto del trabajo de juan camilo. contesto. camilo siempre ha trabajado en ecografía, y es el que paso lo pacientes a ecógrafo hace los procedimientos con los radiólogos y es el que hace todo en ecografía. Preguntado: las jornadas que realizaban de trabajo, usted me dice que fue compañera de él, Como eran las jornadas. Contesto: el trabajo era de 7 a 5 él y yo entraba de 8 a 6 y viceversa, eran turnos de 10 horas. Preguntado: usted sabe y conoce si para el año 2010 a 2011 y 2013 y 2014 juan camilo cumplía horario. Contesto: si claro, el trabajaba con las cooperativas de ese entonces. Intervine el despacho. Como así, Explíqueme. Contestó:  ellos primero entraron por cooperativa allá había una cooperativa danser y había otra cooperativa, intervine el despacho, quien mandaba a jun camilo, le daba órdenes. Contesto: los jefes del hospital, interviene el despacho: no los de la cooperativa. Contesto no, los del hospital éramos juntos todos. Preguntado: el material que utilizaba juan camilo, lo traía él o lo proveía la cooperativa o era propiedad del hospital. contesto: era propiedad del hospital todo el material era del hospital. interviene el despacho: y las maquinas los equipos. Contestó: los del hospital, ósea la cooperativa solo ponía la mano de obra. Preguntado:  cuénteme si el recibía salario en los años 2010, 2011, 2012, 2013, 2014 Contesto: SI, cada 15 días, pero ya después la cooperativa se fue atrasado en muchos pagos. Preguntado: cuénteme además, si del horario que usted me dice,  pagos y ordenes que recibían, las funciones que realizaba juan camilo y que usted realizaba tenían que ver con salud. Contesto: todas, todas las que realizábamos, claro porque éramos auxiliares de enfermería  y era manejar pacientes era lo que hacíamos que eran desde administrar medicamentos todo lo de los medicamentos…” (Minuto 6:39 en adelante cd fls 384 audiencia de pruebas de fecha 22 de febrero de 2019)”

“…pregunta el apoderado de la parte actora: si el hospital programaba reuniones y capacitaciones para el personal vinculado particularmente para usted, a esas capacitaciones debía asistir también el señor juan camilo o él podía negarse o no asistir a dichas. Contesto: no todos teníamos que ir a las misma capacitaciones a las misma reuniones d enfermería que en imagenología eran los jueves en la mañana, es todo el personal de enfermería… (Minuto 17:27 cd fls 384 audiencia de pruebas de fecha 22 de febrero de 2019)”
“pregunta la apoderad de la entidad accionada: podría precisarle al despacho cuales son los últimos años que usted refiere haber trabajado con el señor  camilo. Contesto. Desde el 2014, cuando el hospital empezó todo el personal provisional cuando salió la cooperativa, trabaje desde el 2014 , 15 hasta hace una año que trabaje con él.(…) preguntado:  podría entonces usted precisar al despacho cuando menciona que las funciones son iguales y cuando inicialmente dice que él hace todo en ecografía, puntualmente solo es suministro de  medicamentos y llevar ecógrafo o que otras funciones diferentes tenía el señor juan camilo en relación con usted contesto: no, no, no allá todo decir de todo, es  nosotros tenemos un agenda de 7 de la mañana a  6 de la tarde tanto externa como interna es pasar ,los pacientes  hacerlos llamar para procedimientos….(…) preguntado: cuando usted menciona que los jefes inmediatos de juan camilo tanto para en la época que estuvo en la cooperativa como en la época que fue vinculado en el 2014 eran los mismos jefes del hospital, podrían usted indicarnos si conoció o existían coordinadores de la cooperativa que tuvieran alguna supervisión con el señor juan camilo. Contestó: pero igual la supervisión la hacia un jefe en una oficina pero todo tenía que tramitarse  a través de la coordinación del hospital. Preguntado: en ese sentido podría entonces afirmarse que había una jefe de la oficina de la cooperativa que tramitaba con el señor juan camilo cosas en coordinación con la coordinación del hospital.  

 contestó: pues era lo que el hospital dijera, si el hospital decía que salía, salía, si no ahí se quedaba pero el hospital no la cooperativa... (Minuto 21:15 en adelante cd fls 384 audiencia de pruebas de fecha 22 de febrero de 2019)”
Del testimonio anterior se desprende también, que la demandante debía cumplir con un horario, el cual era estipulado en la entidad accionada, para cumplir las labores, situación que se corrobora con las palabras del testigo.

Otro elemento que permite inferir la subordinación, en la relación existente entre el demandante y el Hospital General de Medellín, también se desprende de lo dicho por la testigo Alba Rocío Montoya, veamos:

“(…) pregunta el despacho. Cuénteme si juan camilo recibía ordenes o indicaciones si a usted le consta, de que personas. Contestó: en el hospital nosotros tenemos jefes inmediatos, incluso yo tenía jefes inmediatos que eran de cooperativa también o de esas tercerizadas y recibía ordenes de ellos porque es un solo jefe por áreas, entonces el recibía ordenes de esa jefe o una jefe de carrera el que estuviera recibíamos ordenes incluso de médicos… (Minuto  cd fls 38:14 audiencia de pruebas de fecha 22 de febrero de 2019)”
En relación con las cooperativas con las cuáles contrato el Hospital general de Medellín, la testigo Liliana Bermúdez Carvajal indico:
(…) pregunta el Despacho: como funcionaban esos contratos: mi actuar como supervisora  era el momento en que el hospital ya firmaba un contrato con estas cooperativas para la prestación de servicios en los que era el personal de enfermería, y como accedía el hospital con esos contratos, cuando la necesidad del hospital de ese personal  superaba  la capacidad instalada que tenía en su momento, entonces el hospital definía con que cooperativa contrataba y en ese momento entraba yo como supervisora… (Minuto  59:18 cd fls 384 audiencia de pruebas de fecha 22 de febrero de 2019)”
 (…) pregunta la apoderada de la parte actora: si las funciones que desempañan el personal de la cooperativa eran iguales a las funciones que desempeñan los de carrera administrativa vinculado al hospital. contestó: doctora tiene que ser la mismas funciones porque la función de enfermería como auxiliar como enfermera no las da el tipo de contratación ni son la academia…(Minuto  1:10:30 cd fls 384 audiencia de pruebas de fecha 22 de febrero de 2019)”
(…) que personal le daba órdenes al personal auxiliar de enfermería de la cooperativa que era el caso del señor juan camilo que estaba en la corporación. contestó: A un auxiliar de enfermería le daba órdenes su enfermera de la cooperativa y quienes les direccionaba el trabajo una enfermera administrativa que era de la cooperativa.  (Minuto 1:11:48 cd fls 384 audiencia de pruebas de fecha 22 de febrero de 2019)”
…Pregunta el apoderado de la parte demandante. Esas funciones que el hospital General de Medellín contrato con estas cooperativas hacen parte del giro ordinario de la instituciones o si por el contrario esas fueron funciones temporales excepcionales  contesto: Doctor las funciones con las cuales se contrató esas cooperativas hacen parte del que hacer del hospital porque nosotros somos empresa prestadora de servicios de salud, en cuanto  a la temporalidad son nuevas porque no siempre se necesitó cooperativa..(Minuto 1:20:42 cd fls 384 audiencia de pruebas de fecha 22 de febrero de 2019)”
Así pues, de las pruebas testimoniales recaudadas esto es Alba Rocío Montoya y María Eugenia Gallego Tobón, se puede concluir que el demandante realizaba actividades que daban cuenta de la existencia de una relación laboral, toda vez que debía cumplir un horario, acatar órdenes de sus superiores, y realizar todas aquellas funciones propias del cargo de Auxiliar de Enfermería, dependiendo de las actividades encomendadas a desarrollar. 

Y del testimonio de la señora Liliana Bermúdez Carvajal, supervisora de los contratos suscritos con las cooperativas ( CORFENIX, DARSER, COOPFENIX) y coordinadora  auxiliar de enfermería (2006-2009 y 2009-2013), considera el Despacho que la acreditación de que el Hospital General de Medellín contrató con Cooperativas o terceros ajenos a la institución la prestación de servicios especializados, entre ellos los de auxiliar de enfermería y que el señor Juan Camilo Vanegas prestó sus servicios en la entidad demandada en tal calidad, según las certificaciones emanadas entre otras por DARSER,  son suficientes para acreditar los elementos de la relación laboral contemplados en el artículo 23 del código Sustantivo del trabajo, situación que conlleva a conceder las súplicas de la demanda.
De conformidad con todo lo anterior, se concluye que se generó una relación laboral entre el señor JUAN CAMILO VANEGAS ESCOBAR, y el HOSPITAL GENERAL DE MEDELLIN “LUZ CASTRO DE GUTIERREZ”, puesto que debía cumplir su actividad de acuerdo a las directrices impartidas por dicha entidad, en un horario impuesto por esta y no bajo su propia dirección, circunstancias indicativas de la existencia de tal relación, por lo tanto, debe ser amparada en su derecho a partir del principio de la primacía de la realidad sobre las formalidades.
En consecuencia, se declarará la existencia de la relación laboral, esto es desde el 14 de febrero de 2010 y hasta el 30 de junio de 2014, sin tener en cuenta solución de continuidad y se ordenará a la entidad demandada, cancelar a la parte actora todos los salarios y prestaciones sociales a que tenían derecho los empleados de la entidad demandada, por el periodo enunciado y con base en la remuneración mensual que devengó el señor Juan Camilo Vanegas Escobar, debidamente indexadas.

Bajo esta óptica al momento de liquidar el valor de la condena no se podrá tener en cuenta la totalidad de dichos montos, sino la cuota parte de los aportes que le correspondía a la Entidad demandada siempre que el accionante demuestre haberla sufragado, tanto en salud como en pensiones.

De igual manera, se ordenará la cancelación de las sumas que el demandante aportó para seguridad social, por cada uno de esos periodos, lo cual configuro la relación laboral con el HOSPITAL GENERAL DE MEDELLIN “LUZ CASTRO DE GUTIERREZ”, y que por ley correspondían al empleador, debidamente indexadas y así mismo realizar los pagos a la seguridad social que dentro de esa única relación laboral estén pendientes.

Las sumas resultantes de esta condena se actualizarán en la forma como se indica en esta providencia, aplicando para ello la siguiente fórmula:

R= Rh Índice Final

       Índice Inicial

El valor presente (R) se determina multiplicando el valor histórico (Rh), que es lo dejado de percibir por el demandante por concepto de prestaciones sociales, por el guarismo que resulta de dividir el índice final de precios al consumidor certificado por el DANE (vigente al último día del mes en que se ejecutoríe esta sentencia) por el índice inicial (vigente al último día del mes en que debió hacerse el pago). 

Por tratarse de pagos de tracto sucesivo la formula se aplicará separadamente, mes por mes.
Y por último y en relación con la pretensión de nivelación salarial y prestacional desde el 01 de julio de 2014, fecha en que fue vinculado directamente a la institución el demandante, el Despacho debe advertir que, no habrá lugar a dicho reconocimiento, pues no se allegó ningún medio probatorio que permitiera verificar o comparar la diferencia salarial que se presenta con el señor Juan Camilo Vanegas Escobar, respecto de los demás empleados, lo anterior, por cuanto no obra ninguna prueba que indique al Despacho sobre el salario devengado por una auxiliar de Enfermería del Hospital General de Medellín y que permita realizar una comparación con los salarios que han sido pagados al demandante. Solo la testigo María Eugenia Gallego Tobón en el minuto 12:42 en adelante de la diligencia llevada a cabo el día 22 de febrero de 2019 fls 384 del cuaderno No 1,  y Alba Rocío Montoya, indican que los pagos eran distintos tanto de los empleados de carrera como los provisionales, pero este solo hecho no es prueba contundente y no da certeza absoluta para que esta Juez  acceda lo solicitado.
En otras palabras, no se cumplió con la carga de la prueba en este punto, de allí que se insiste que de acuerdo con el artículo 167 del Código General del Proceso, le corresponde a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen, en consecuencia, el demandante debía probar tal diferenciación en los salarios devengados ante la nivelación solicitada, como era su deber, por ser norma de conducta para las partes y regla de juicio para el Juez como director del proceso, que de un lado le indica a aquéllas como debían actuar so pena de sufrir las consecuencias de no hacerlo así, y de otro lado le indica al juez que debe fallar contra la parte que debía probar y no probó.
De la Condena en Costas: El artículo 188 del CPACA señala que en la sentencia se dispondrá sobre la condena en costas, a menos que se trate de un asunto de interés público, dándole el trámite consagrado para tal efecto en el Código General del Proceso, artículo 365, numeral 1º. Establece que habrá de condenarse en costa a la parte vencida en el proceso.
 De las excepciones: de los medios exceptivos invocados y conforme a lo decidido en audiencia inicial y en la presente providencia, advierte el despacho que ninguno está llamado a prosperar, ya que quedo ampliamente demostrado para el presente caso, la existencia de los elementos de la relación laboral, esto es, prestación personal del servicio, contraprestación y subordinación; y en este orden, el actor tiene derecho al pago de los salarios y prestaciones sociales como se explicó anteriormente.
En mérito de lo expuesto, EL JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

F A L L A:

PRIMERO: Se niegan las excepciones propuestas por el HOSPITAL GENERAL DE MEDELLIN “LUZ CASTRO DE GUTIERREZ”.
SEGUNDO: Se declara la nulidad acto administrativo contenido en el oficio con radicado número: HGM 012 00000000002016001456 del 07 de abril de 2016, por medio del cual se niega el reconocimiento y pago de las reclamaciones de carácter laboral.
TERCERO: A título de restablecimiento del derecho, el HOSPITAL GENERAL DE MEDELLIN “LUZ CASTRO DE GUTIERREZ” deberá reconocer y pagar al Señor Juan Camilo Vanegas Escobar, las prestaciones sociales dejadas de percibir desde el 14 de octubre de 2010 y hasta el 30 de junio de 2014, sin solución de continuidad.
En consecuencia, se declarará la existencia de la relación laboral como se indicó, esto es desde el 14 de octubre de 2010 y hasta el 30 de junio de 2014, razón por la cual se ordenará a la entidad demandada, cancelar a la parte actora todos los salarios y prestaciones sociales a que tenían derecho los empleados de la entidad demandada (HOSPITAL GENERAL DE MEDELLIN “LUZ CASTRO DE GUTIERREZ”), por el período laborado por el señor Juan Camilo Vanegas Escobar, liquidadas conforme al valor pactado en los contratos suscritos, de conformidad  a los argumentos esgrimidos en esta providencia.
CUARTO: SE CONDENA a la Entidad Demandada HOSPITAL GENERAL DE MEDELLIN “LUZ CASTRO DE GUTIERREZ” a pagar al demandante las sumas que aportó para seguridad social, por el periodo laborado de conformidad al numeral anterior y que por ley correspondían al empleador, sumas debidamente indexadas.

QUINTO: Las sumas a que se condena a la entidad demandada por medio de esta sentencia se actualizarán, aplicando para ello la fórmula indicada en la parte motiva.

SEXTO: SE NIEGAN LAS DEMÁS PRETENSIONES DE LA DEMANDA, por lo expuesto en la motivación precedente.
SÉPTIMO: DÉSE cumplimiento a la presente sentencia en los términos de los artículos 192 y 195 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.
OCTAVO: Se condena en costas a la parte accionada y como Agencias en Derecho se fija la suma de DOSCIENTOS CINCUENTA MIL PESOS M.L. ($ 250.000.00).
NOVENO: Notifíquese esta sentencia de conformidad con el artículo 203 del C.P.A.C.A, advirtiendo que conforme al Acuerdo PCSJA20-11549 07/05/2020 “Por medio del cual se prorroga la suspensión de términos, se amplían sus excepciones y se adoptan otras medidas por motivos de salubridad pública y fuerza mayor”; los términos para su control o impugnación seguirán suspendidos hasta tanto el Consejo Superior de la Judicatura lo disponga.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
OMAIRA ARBOLEDA RODRÍGUEZ

JUEZA
� CONSEJO DE ESTADO, Sección Segunda. Sentencia de 16 de febrero de 2012. Consejero Ponente: Gerardo Arenas Monsalve. Radicación número: 41001-23-31-000-2001-00050- 01(1187-11).


� Cita del texto: “Ibidem”, se refiere a la siguiente cita: “Corte Constitucional. Sentencia del 19 de marzo de 1997. M.P. Hernando Herrera Vergara” 


� Citado en la Sentencia “Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección “B”, sentencia de fecha 29 de septiembre de 2005, radicación No. 68001-23-15-000-1998-01445-01, referencia Nro. 02990-05, actor: Mónica María Herrera Vega, demandado: Municipio de Floridablanca, C.P.: Dr. Tarsicio Cáceres Toro.”


� Sentencia del 25 de enero de 2001, expediente No. 1654-2000, Magistrado ponente Nicolás Pájaro Peñaranda: “Como ya lo ha expresado la Corporación, para acceder a un cargo público se deben cumplir todos y cada uno de los requisitos señalados en la Constitución y en la Ley. La circunstancia de trabajar para el Estado, no confiere la condición de empleado público.”


� CONSEJO DE ESTADO, Sección Segunda. Sentencia de 19 de febrero de 2009. Consejera Ponente: Bertha Lucía Ramírez de Páez. Radicación 3074-05.


� CONSEJO DE ESTADO, Sección Segunda. Sentencia de 16 de febrero de 2012. Consejero Ponente: Gerardo Arenas Monsalve. Radicación número: 41001-23-31-000-2001-00050- 01(1187-11) 


� Sentencia del 25 de enero de 2001, expediente No. 1654-2000, Magistrado ponente Nicolás Pájaro Peñaranda.


� Sentencia C-313/03 principio a trabajo igual salario igual.





� Sentencia del 31 de octubre de 2002, M.P. Dr. Alejandro Ordóñez Maldonado


� Sentencia del H. Consejo de Estado en sentencia del 17 de abril de 2008 Exp. 2000 -00020 (2776 – 05) M. P. Jaime Moreno García.
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